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			Prólogo
¿Despublificación y/o privatización?

			Leo este trabajo con gusto y susto. Gusto por aproximarme a ricas experiencias estudiadas por académicos seriamente interesados e implicados en la gestión del agua; susto por algo que parece tomado de una novela de ficción. Me refiero a lo que comenta la prensa internacional y que es extraordinariamente alarmante: Ciudad El Cabo, Sudáfrica, podría llegar a limitar el consumo per cápita de agua a 25 litros a partir del 12 de abril de 2018. El punto, aunque lejano, estremece a nuestros grifos y anima a analizar lo que ocurre más allá del Atlántico para comprender mejor nuestros propios cursos de vida, nuestra relación con el agua.

			Esta obra tiene varias bondades que serán reconocidas por el lector sediento de literatura que abone a la reflexión, que motive el debate. La primera, es una especie de caleidoscopio que presenta problemáticas de dos países con diferencias y semejanzas de enorme importancia para las ciencias sociales y humanas y para la aplicación político-administrativa específica y que permite hacer diversas lecturas de referentes empíricos bien dibujados por investigadores de España y de México en relación con el acceso —generalmente conflictivo- del agua—.

			Nos entera de proyectos de desarrollo regional desde las cuencas hidrológicas como el Lerma-Santiago, las prácticas agrícolas de Murcia y Almería, en la “madre patria” y las del Duero y Ayuquilla en el Occidente de México, los trasvases de Ebro a Valencia previstos en el Plan Hidrológico Nacional 2001 como los de la Presa Solís hasta Chapala en 2003, podrán imaginarse alternando las miradas conceptuales. Pensar con optimismo que la participación de Coca Cola y Danone en las aguas embotelladas no es “privatización de un recurso vital” sino un modo cultivar la libre empresa leyendo “la introducción de la competencia en los servicios públicos ha sido posible, ha tenido un resultado normal, y no ha supuesto el desmoronamiento de ninguna de las prestaciones básicas que se venían proporcionando a los ciudadanos” (Matés-Barco, 2018:13).

			La obra no induce a mirar desde una única graduación y color de lentes aunque anuncia observar desde la ecología política. Tampoco limita a ver al mundo desde visiones neo institucionales o neoclásicas de la economía, ni encauza a enfocar a través de acumulación por desposesión o por el filtro conceptual de la territorialización, mas en todos los componentes del libro está presente el conflicto.

			Es, por decirlo de un modo coloquial, una propuesta flexible en la que el lector puede examinar la apropiación, manejo y uso del agua del Ebro o del río Lerma-Santiago como procesos de posesión, usufructo y disposición a la luz del derecho civil o imaginarlos como maneras en que los grupos o las sociales —dicho en palabras marxianas— se apropian de objetos y/o medios de producción. Esta es una de sus bondades: sin que un solo eje oriente el análisis, cada autor examina desde los conceptos que juzga adecuados y, de esa manera, es posible un ejercicio de diversas miradas conceptuales.

			¿Derecho y/o servicio?

			Otra arista clave del posible debate es considerar el agua —agua potable— como un servicio por el que hay que pagar similar a cubrir la tarifa de televisión por cable, y no valorarla como un derecho universal. Será interesantísimo colocar a los colegas mexicanos algunas ideas sustanciales de sus pares españoles para creer que “las prestaciones tienen un coste que alguien ha de pagar o que tan solo se tiene derecho a aquello que se puede exigir” (Matés-Barco, 2018: 23) y no cuestionar que el Grupo Aguas de Barcelona (AGBAR) del catalán Holding de Infraestructuras y Servicios Urbanos S.A. (HISUSA) constituido en 1975, ahora con más de 128 empresas, haga negocios con más de 26 millones de usuarios en el mundo. Vale recordar que desde 2010 los socios principales de HISUSA son Suez Environnement (75,74%) y La Caixa (24,26%).

			Los colegas mexicanos que escriben en esta obra postulan el agua como un derecho humano, un derecho universal que es parte de los bienes comunes de la humanidad y rechazan la neoliberalización de la naturaleza (Lezama, Avila García, 2018), visión algo distinta a afirmar –aunque referida a España- que “están ya sentadas las bases para la generalización del sistema de mercado sobre un recurso que habrá que valorar cada vez más en el sentido económico y cada vez menos en sentido político o social”(Núñez, 2018: 55).

			Y en esta reflexión, una idea que sostienen los funcionarios de los organismos operadores del agua potable y alcantarillado en las ciudades mexicanas es “Dios da el agua pero no la entuba”, aludiendo a los costos de extracción, acopio, purificación, distribución, drenaje y saneamiento que implican el abasto del líquido y su posterior tratamiento como agua residual.

			Desintegración (¿y mercantilización?) 
de los sectores

			En un mecanismo facilitador de la privatización (despublificación) de Ferrocarriles de México, Petróleos Mexicanos y de las instituciones de salud —por citar algunos campos— ha sido la desintegración vertical de actividades como se describe que ocurrió en la industria petrolera, el transporte ferroviario, etc. De tal suerte que empresas españolas como Repsol tienen presencia en México en algunos de los segmentos de industrias estratégicas del país como el transporte de gas, exploración petrolera, producción de caucho, etc.

			La expansión de negocios privados a partir de las empresas estatales es suavizada por la ingeniosa y avanzada disociación del uso, usufructo y disposición de los bienes heredada del derecho romano y español que tiene su cristalización y aplicación práctica en el derecho civil y los contratos.

			De particular importancia en materia de agua es la separación que la legislación mexicana y española hacen de los derechos sobre la tierra y el agua. Parece que en tiempos tempranos en Murcia, donde el agua era abundante la tierra y el derecho al agua estaban unidos, no así donde escaseaba el líquido y debía comprarse aparte (Núñez, 2018: 43).

			Es posible, aunque esta es una suposición muy aventurada, que tal separación de derechos estuviese insinuada en el mandato bíblico que «dejó ver lo seco respecto del agua»: “Y atardeció y amaneció: día segundo. Dijo Dios: «Acumúlense las aguas de por debajo del firmamento en un solo conjunto, y déjese ver lo seco»; y así fue. Y llamó Dios a lo seco «tierra», y al conjunto de las aguas lo llamó «mares»; y vio Dios que estaba bien (versión Biblia de Jerusalén, 1976).

			De lo que no hay duda es que la producción jurídica ha creado instrumentos ágiles —como las concesiones— para acceder a los recursos estratégicos (agua, tierra, aire, petróleo) sin que los países (Naciones) pierdan «el derecho último de disponer» aunque en la práctica, una concesión es suficiente para que Aguas de Barcelona maneje el agua potable de alguna ciudad mexicana o para que Iberostar invierta en la Riviera Nayarit (Litibú) y con ello genere suficiente ganancia sin ser «propietaria» de bienes raíces.

			He abusado intentando pensar los casos descritos para el Occidente de México con el espíritu optimista que postula un libre mercado donde “la competencia es el resultado de la confrontación pacífica entre sujetos libres e iguales, que genera acciones comerciales activas y competitivas” (Matés-Barco, 2018: 19), o sea: algo que no existe en México.

			Salvo excepciones, la construcción del ducto para trasvasar agua desde una cuenca histórica y formalmente concesionada a un pueblo indígena, El Yaqui, hasta la ciudad de Hermosillo, Sonora; la concesión de agua de Mexicali para la cervecera Constellation Brands (Corona, Modelo y Pacifico); la extracción histórica de la cuenca del Cuztamala a la Ciudad de México, y otras formas de apropiación del agua son —serán— acciones que requieren una elevada administración de coacción legal y policial para llegar a consumarse.

			De las historias de la apropiación, manejo y uso del agua en cada país y región mucho tenemos que aprender. Este libro es una magnífica oportunidad.

			Dr. José Luis Seefoó

			El Colegio de Michoacán. México

		

		
			
			

		

	
		
			Introducción

			El trabajo que se presenta tiene la intención de comparar dos culturas, que desde hace siglos tienen una historia común, así como de conocer dos realidades que muestran perspectivas diversas en las formas de vivir el agua, con similitudes y diferencias: España y México. El libro forma parte de una colección, editada de forma conjunta entre la Universidad de Jaén y la Universidad de Guadalajara, que tiene como propósito ir mostrando la interacción cultural, académica y científica en distintos aspectos de la gestión de los recursos hídricos. Una realidad condicionada, hoy por hoy, por políticas neoliberales y el desarrollo del sistema capitalista, predominante en todo el mundo, que justifican una tendencia hacia la privatización de los recursos naturales y en la que se debe tener en cuenta los efectos del cambio climático. 

			Esta primera obra se centra en presentar desde la perspectiva teórica de la ecología política los usos de los recursos hídricos bajo un debate teórico-metodológico que permite analizar y explicar la explotación y sobreexplotación de los mismos, considerando cuáles son sus implicaciones económicas, políticas, sociales, sobre el medio ambiente en los espacios socio-territoriales. Los trabajos son desarrollados bajo una variada gama de disciplinas, que van desde la geografía, la economía, la ciencia política, la sociología y la antropología, partiendo de sus preceptos básicos. La amplia diversidad de enfoques adoptados en cada uno de los trabajos presentados permite entender los diferentes aspectos del desarrollo económico-social en relación a los usos de los recursos naturales y, a su vez, explicar los problemas dicotómicos entre el hombre y el ambiente(1).

			Los estudios de caso que se recogen en el documento ilustran los principales conflictos que han surgido en relación al acceso, utilización, sobrexplotación, apropiación y manejo de los recursos naturales disponibles. Ante todo, se pone de manifiesto la evolución constante en las relaciones entre la sociedad y los recursos hídricos, considerando diferencias entre las distintas clases y grupos de la sociedad. Predomina una postura crítica ante la injusticia ambiental y la sobrexplotación de los recursos, desde el ámbito de lo público y lo privado a diversas escalas. El análisis incluido en los trabajos presentados por el grupo de investigadores de varias instituciones de España y México vincula la explotación del agua con las relaciones sociales de producción y la distribución del poder.

			El interés común de dos instituciones universitarias, la de Jaén en España y la de Guadalajara en México, a través de sus Centros Universitarios, de Ciencias Sociales y Humanidades y de Tonalá, respectivamente, ha permitido recopilar investigaciones de ambos países con un factor común: el estudio del agua y sus relaciones económicas, políticas, sociales, geográficas. La amplitud de los enfoques adoptados en el análisis y la complementariedad de los temas tratados garantiza la multidisciplinariedad de esta obra, que permite al lector obtener una amplia interpretación de las diferentes cuestiones que sobre el agua se abordan a lo largo de la misma. 

			En este contexto, el libro que forma parte de una colección sobre estudios del agua, coeditada entre ambas instituciones, pretende contribuir al conocimiento y entendimiento de cuestiones y aspectos que son clave, que resultan de la constante vinculación entre progreso económico y social y el medio natural, tanto en lo que se refiere a calidad como a la accesibilidad. Por ejemplo: el derecho humano al agua, la contaminación de los ríos, lagos y mares, las relaciones de poder en la gestión de las aguas, la privatización de la tierra y el agua, salud y contaminación y sus implicaciones en los servicios públicos y, con ello, la mejora o deterioro de la calidad de vida. Todos ellos, temas tratados a través de investigaciones teóricas y empíricas. 

			En este primer libro se incluyen los trabajos de autores que proceden de  muy diferentes ámbitos de carácter socio-ambiental: economistas, politólogos, geógrafos, antropólogos, historiadores, biólogos, expertos en la materia de los usos del agua, el territorio y medio ambiente, ingenieros y médicos, lo que le da a la obra una visión multi e interdisciplinar. Se presenta a continuación una reseña de los capítulos que conforman este documento, que estamos seguros contribuirán a los postulados de la ecología política. 

			La participación de Ávila García expone el papel del Estado y la cuestión del agua en el contexto de mundialización desde el enfoque capitalista y el neocolonialismo. Muestra los cambios en el sistema económico dominante asociados a las políticas neoliberales, tales como la apertura comercial y la privatización de los recursos, transformados en mercancía, como es el caso del agua. La autora plantea el análisis de la acumulación por desposesión asociada con la privatización del agua, que brinda más poder económico y autonomía a las empresas, sobre todo a las transnacionales. Con el modelo neoliberal implementado se limita o elimina los controles estatales para ser transferidos al sector privado. Por otra parte, señala también que la neoliberalización del agua en Latinoamérica ha fragmentado el territorio, separando la matriz agua-suelo-bosque que forma parte de la cosmovisión prehispánica tanto mesoamericana como andina, al incluirla en la lógica del mercado como una entidad independiente. Esto ha significado el despojo de los territorios habitados con población indígena y campesina, restringiendo el acceso y control de los bienes comunes; manantiales, ríos, lagos y humedales, por vía de la privatización de la tierra y bajo la justificación del beneficio social y nacional. 

			Una de las aportaciones más importantes de esta obra es el documento propuesto por Juan Manuel Matés-Barco, quien habla de ecología y de servicios públicos, refiriendo la relación entre empresa, sociedad y servicio público a través de la historia, tanto desde el punto de vista de los académicos como de la opinión pública. Se analizan, además, los cambios ocurridos en la gestión de los servicios públicos en España, como resultado de una nueva conformación del territorio y la adopción de las políticas que se derivan de los compromisos asumidos en el seno de la Unión Europea, que permiten un nuevo modelo de Estado y propician nuevas técnicas y cambios en la organización en los servicios públicos. Desintegrando las actividades y modificando el régimen de precios, del que surge un nuevo arquetipo de servicios públicos. El autor se centra principalmente en el análisis de la regulación de la competencia, los organismos reguladores y la despublificación(2) en el caso concreto de las compañías eléctricas, ante la presencia del neoliberalismo que genera grandes impactos económicos-sociales en este país. Para lo cual nos muestra el estudio de caso de la empresa eléctrica, la misma que empezó el proceso de desregulación de los servicios públicos. Por otra parte, se destaca el importante papel de la regulación de los servicios esenciales a partir de la intervención del Estado, que debe buscar una mayor eficiencia y libertad. 

			Por su parte, Gregorio Núñez nos muestra la gestión de las aguas en España desde el enfoque de la ecología política y económica, haciendo énfasis en las cuestiones económicas y políticas. Para ello, hace un recorrido histórico presentando a la sociedad española y su relación con el medio ambiente, refiriendo las grandes obras realizadas ligadas al regadío intensivo. El autor defiende que en el paso reciente la búsqueda de recursos hídricos y la diversificación de sus usos: riego, urbanos e industriales ha determinado la oferta y demanda de agua, condicionadas por la ecología y las instituciones. Nos muestra, a su vez, los mecanismos utilizados en la gestión a corto plazo y bajo nivel y a largo plazo, con una mayor presión de la demanda, donde se visibilizan los conflictos sociales y los acuerdos institucionales de alto nivel. El análisis realizado constata las diferencias entre las reglas comunitarias y su eficiencia vs. las establecidas en los centros urbanos, en donde se conciben los problemas a partir de la intervención de poderes jerárquicamente superiores. En esta nueva etapa, surgen formas de organización hidráulica propias de la España liberal, que implican retos territoriales. 

			Leticia Gallego, Encarnación Moral e Isabel Román estudian las tasas e impuestos sobre las aguas residuales en la Unión Europea, deteniéndose en el análisis del caso de España, para lo que revisan el marco normativo de ámbito comunitario, las formas de tributación que recaen sobre las aguas contaminadas en su recogida, tratamiento y vertido, dependiendo de su origen y de donde se lleve a cabo la emisión o derrame, para lo que se debe contar con sistemas de colectores y sistemas específicos de depuración. Las autoras señalan el papel clave que ha tenido la legislación de la UE en la mejora de la calidad de las aguas vertidas en los países miembros y en las que predomina el principio de “quien contamina, paga”. Asimismo, nos presentan la evolución del volumen de aguas residuales tratadas en España y analizan los diferentes tipos de impuestos medioambientales que recaen sobre los efluentes en este país, asociados al pago de externalidades negativas sobre el medio hídrico, que van a contribuir a la protección de la calidad de vida de la humanidad y permiten trasladar la responsabilidad a los agentes contaminantes a partir de los ecotributos. 

			Eloy Martos-Núñez y Aitana Martos-García, en su documento titulado «Imaginación, Innovación y Ecología en la Cultura del Agua», muestran cómo los imaginarios del agua vinculan la historia y al patrimonio cultural, formando parte de los imaginarios sociales, lo que confiere sentido a la identidad a través de la narrativa mítica y de otras formas de expresión. En este trabajo se interrelacionan las diferentes percepciones del agua, presentando una aproximación crítica que da respuesta a la crisis ambiental. Los autores proponen mejorar la gobernanza del agua desde una visión holística y crítica, con la intención de desarrollar la percepción de este recurso como un bien cultural a proteger y compartir, vinculándolo con el desarrollo local, la sostenibilidad y la prevención de desastres ambientales. Exigen la implementación de políticas por parte de los gobiernos y el desarrollo de pautas educativas que contribuyan a que los ciudadanos y los pueblos sean más responsables. 

			Lezama-Escalante centra su investigación en el incremento de empresas transnacionales instaladas en el sector de los servicios de suministro de agua potable y saneamiento. Estas cuentan con financiamiento de organismos internacionales, que pretenden imponer políticas neoliberales y de mercado en los países en desarrollo, influyendo en la organización y dinámica del sector. En su opinión, estas políticas económicas se encuentran dentro de las fuerzas de la globalización, transformando los usos y recursos naturales estratégicos. A partir del nuevo orden económico, el agua ha dejado de considerarse como un derecho universal, para convertirse en un bien económico comercializable y, por lo tanto, privatizado. El autor refiere el caso de la participación de las empresas transnacionales en América Latina y, concretamente, la privatización de los servicios de suministro de agua y saneamiento en Argentina, Uruguay y México. 

			Torres Rodríguez nos confirma en su trabajo que las políticas de desarrollo regional por cuencas hidrológicas permiten visualizar las relaciones entre sociedad, naturaleza, territorio y gobierno del dominio del agua, generando cambios económicos, sociales e hidro-territoriales, tal y como ha ocurrido en la cuenca Lerma-Chapala-Santiago. Asimismo, analiza cómo a partir del desarrollo económico de dicha cuenca esta se ve transformada por los diversos proyectos hidrológicos que se construyen a lo largo de este cuerpo de agua, como son: presas para la generación de energía eléctrica, riego y abastecimiento urbano. Así como otras obras de infraestructura que retienen o desvían el cauce natural de los ríos que conforman la cuenca. Además, señala que los desechos urbanos e industriales vertidos a estos cuerpos de agua han impactado de manera severa el medio ambiente. La autora afirma que esta cuenca se fracciona en los tiempos de estiaje como consecuencia de la retención de sus aguas cuenca arriba. Plantea la necesidad de que se revisen las políticas de desarrollo regional aplicadas a lo largo del tiempo, para que con ello se desarrollen proyectos que permitan mitigar el daño ocasionado a dicha cuenca. 

			Por su parte, Aida Alejandra Guerrero-de León, Peter R. W. Gerritsen, María Azucena Arellano-Avelar y Alberto Daniel Rocha-Muñoz se centran en estudiar los problemas socio-ambientales ocasionados en el río Santiago como consecuencia de los desechos agrícolas, urbanos e industriales que son vertidos de manera directa al mismo. Este río es considerado como uno de los cinco más contaminados de México y, especialmente, a su paso por el Área Metropolitana de Guadalajara. De hecho, la falta de tratamientos de agua durante varios años, provocó una gran crisis ambiental en los municipios ribereños. Por otra parte, señalan que se han realizado una serie de estudios que denotan la presencia de metales pesados en el agua y el aire, ocasionando con ello daños a la salud de los habitantes de estos espacios, que han presentado enfermedades gastrointestinales, problemas cardiovasculares, asma, disfunción renal, cáncer, leucemia, abortos y malformaciones congénitas, especialmente en los puntos donde hay más concentración de contaminantes. En otros espacios del mismo río se generan distintos problemas derivados de la sobrexplotación del agua por sistemas de represas agrícolas, falta de tratamiento de las aguas residuales, así como por un uso recreativo en exceso de la población, que produce basura, excretas, daños al arbolado, extracción de leña e incendios. No obstante, se están aplicando políticas socio-ambientales que tienen como propósito mitigar y conseguir resolver los problemas, evitando que se siga contaminando dicho río y, a su vez, contribuyendo a reducir el daño sobre la salud de la población. 

			La privatización de la tierra y el agua en Bajío Michoacano es presentada por González Santana como un estudio de caso, con un corte histórico. El autor señala que en las décadas de los años de 1980 y 1990 se flexibiliza el marco legal y se da entrada, a partir de las políticas neoliberales, a la privatización, afectando de manera contundente a la propiedad de las tierra ejidales y comunales. La comercialización de la tierra y el agua ocasionó un éxodo rural importante. A 25 años de la apertura de los sectores de la propiedad social y el agua a las fuerzas del mercado, que dan forma a otras actividades económicas, como el caso de la industria avícola y porcina en el occidente de México, se constata la sobreexplotación de los recursos hídricos, tal y como sucede en los Altos de Jalisco. Una realidad que responde a la búsqueda de nuevas zonas con recursos hídricos que ofrezcan la posibilidad de cambiar de un uso de agrícola a avícola o porcino, derivando a su vez un cambio en el uso del suelo de agrícola al de ganadería estabulada o intensiva. 

			El último documento de este libro es presentado por María Luisa Torregrosa, Karina Kloster y Jade Latargère. En su trabajo muestran el caótico proceso de crecimiento de la ciudad de México, a partir de la ocupación del territorio y el acceso pleno a las garantías de la ciudadanía a través de la lucha de poder en el caso de Milpa Alta. El trabajo da cuenta de las diferentes formas de acceso al agua, vinculadas a las formas de apropiación del espacio, expresión de las relaciones de poder en el proceso de construcción de un territorio,  como espacio regulado por el Estado y como espacio que se apropian los grupos sociales. Enfrentándose y confrontándose modalidades de acceso al agua y con un Estado regulador que debe actuar contra los que no cumplen con la reglamentación vigente en materia ambiental y urbana, dado que la población desarrolla sus propias dinámicas. El Estado mantiene una constante lucha por conservar su zona ambiental en línea con las propuestas recogidas en el Programa General de Desarrollo Urbano del Distrito Federal de la Ciudad de México y el Pacto de Crecimiento Cero, que intentan detener el avance poblacional, decretando zonas de conservación ecológica y disponiendo alternativas para la vigilancia de la migración.

			Como se puede apreciar este libro llevará al lector por las diferentes problemáticas socio-ambientales, económicas y políticas que están permeadas por los usos indiscriminados que se hace de los recursos naturales y la mercantilización de estos bajo las políticas neoliberales y el modelo capitalista, que orienta hacia la privatización de los recursos necesarios para la vida y el acceso a un derecho humano fundamental, como es el agua. Aunado a que se persigue el crecimiento ilimitado, bajo el paradigma de dominación de la naturaleza, que lleva a la contaminación y sobrexplotación de los recursos, extendiendo con ello nuestra huella ecológica con impactos cada vez más graves para el ser humano y su entorno. 
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			Resumen

			Este documento pone énfasis en la dimensión social y política de la cuestión ambiental, a partir de las contradicciones y conflictos ecológico-distributivos que genera el sistema económico dominante. En particular interesa indagar en la inserción de los países latinoamericanos en la mundialización capitalista y el papel que juegan los Estados en la neoliberalización de la naturaleza y del agua. Bajo ese marco se analizan los cambios en el modelo de apropiación y gestión del agua que beneficia a actores privados nacionales y transnacionales y conllevan nuevas formas de colonialismo del territorio, resistencia social y conflicto. 
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			The State and the issue of water in the context of capitalist world-system

			This document places emphasis on the social and political dimension of environmental issues, from the contradictions and ecological distribution conflicts generated by the dominant economic system. Specifically, it is interesting to investigate the inclusion of Latin American countries in the capitalist world-system and in the role played by the States in the neoliberalization of nature and water. So here are analyzed changes in the model of ownership and management of the water which benefit private national and transnational actors and involve neocolonialism, social resistance and conflict in the Latin American region.

			Key words: mercantilization of nature, neoliberalization of water, ecological distribution conflicts, Latin American countries.

			1. Introducción: mundialización 
capitalista y neocolonialismo

			En su etapa de mundialización, los cambios en el sistema económico dominante estuvieron asociados con políticas neoliberales como la apertura comercial y la privatización(2). Los países centrales que impulsaron tales cambios fueron: Estados Unidos de América (EUA), como país dominante, y la Unión Europea, Canadá y Japón que afianzaron su poderío económico a escala mundial, principalmente por medio de un mayor control y subordinación de los territorios donde se ubican los países periféricos (América Latina, África, Asia). Es decir, las históricas relaciones de dependencia y colonialismo se reforzaron con la mundialización capitalista y lógicas depredadoras como el extractivismo de los recursos naturales se intensificaron, gracias al cambio tecnológico y a una mayor inversión de capital transnacional en esos territorios(3).

			En el contexto de la región latinoamericana, Chile y México fueron los primeros en adoptar, en la década de 1980, los cambios estructurales en la economía para abrirse al mercado externo y permitir el ascenso de actores privados (transnacionales) en áreas estratégicas. Paulatinamente lo hicieron el resto de los países de la región, con excepción de Cuba. Esto fue posible gracias a que los Estados asumieron de forma ortodoxa los lineamientos impulsados por los países centrales y los organismos supranacionales —como el Banco Mundial (BM) y el Fondo Monetario Internacional (FMI)— para insertarse en la mundialización capitalista.

			Además los Estados latinoamericanos realizaron reformas legales e institucionales para dar mayor certeza a la inversión privada en materia de tenencia de la tierra, derechos de agua y concesiones mineras. En corto tiempo dichas acciones garantizaron la apropiación privada del territorio y los recursos naturales por parte de los grupos de poder local y los actores transnacionales, en detrimento de la soberanía y el desarrollo nacional(4).

			Como resultado, se reforzó el papel histórico de la región como proveedora de mano de obra barata, exportadora de materias primas (petróleo, minerales y otros recursos naturales estratégicos) y productos agrícolas y pecuarios (frutas, hortalizas, carne) para los países centrales. En el ámbito económico, se convirtió en un espacio de interés para el capital transnacional, al abrirse numerosas oportunidades de inversión para la extracción y procesamiento del petróleo y sus derivados, la explotación minera, la generación de energías hidroeléctrica y eólica, la construcción de carreteras y presas, la expansión inmobiliaria y turística; así como para la prestación de diversos servicios privados como el agua potable, las comunicaciones y la electricidad, entre otros.

			2. La neoliberalización de la naturaleza

			La acumulación por desposesión(5) es una lógica vigente en la fase imperialista del capitalismo (o mundialización) que implica formas primitivas de acumulación como son, entre otras: la mercantilización y privatización de la tierra; la conversión de diversas formas de propiedad (comunal, colectiva y estatal) en derechos de propiedad privada; la restricción en el acceso de los bienes comunes; y la adopción de procesos coloniales, neo-coloniales e imperiales de apropiación de bienes (como los recursos naturales). Pero también implica nuevos mecanismos de acumulación por desposesión como la mercantilización de la naturaleza en todas sus formas y la afectación de los bienes hasta ahora comunes que integran el entorno global (tierra, agua, aire); y una creciente degradación del hábitat natural que pone en riesgo el desarrollo de las actividades productivas más tradicionales que son realizadas por los sectores campesinos e indígenas. 

			Este proceso requiere de un Estado que genere las condiciones necesarias para abrir espacios al capital(6), sin importar que se atenten contra los entornos naturales y las poblaciones que habitan en aquellos territorios considerados como estratégicos. Además de que aplique mecanismos legales y no legales para imponer aquellos proyectos que garanticen la acumulación del capital en la escala global. Por lo que cualquier territorio que busque insertarse en la lógica del desarrollo capitalista requiere necesariamente de cambios estructurales, institucionales y legales de gran alcance, realizados con el respaldo del poder estatal. 

			Es así como la privatización se convierte en uno de los ejes centrales de las políticas del Estado y, en concreto, la mercantilización de la naturaleza como modalidad que conlleva a la fragmentación del territorio y los recursos naturales para articularse en la lógica del capital. En el caso del agua, los argumentos que justifican su privatización son la necesidad del adelgazamiento del Estado para lograr una mayor eficiencia en el sector (gestión del servicio y asignación de derechos), la escasez creciente de un recurso natural que es limitado en términos temporales y espaciales y las restricciones financieras que impiden invertir en obras que amplíen la cobertura para la población(7).

			El proceso denominado neoliberalización de la naturaleza(8) nos permite analizar con mayor detalle las nuevas modalidades que tiene el capitalismo en los territorios (naciones y regiones) para simplificar y cosificar el medio biofísico como si fuera una mercancía o servicio (ambiental) e incluirlo como parte del “capital natural”. Para ello se modifican, flexibilizan e incluso violentan los derechos de propiedad y las regulaciones sociales en torno al acceso y aprovechamiento de los recursos naturales.

			En lo referente a la neoliberalización del agua(9), la acumulación por desposesión está muy relacionada con la privatización y con el despojo de los bienes comunes. Hecho que se justifica ideológicamente con los argumentos de que el mercado es la fuerza más racional para asignar y distribuir los derechos del agua; y el sector privado es el actor más idóneo para prestar el servicio y operar las grandes obras hidráulicas para evitar el deterioro de los bienes comunes.

			Al ser considerada el agua como un bien económico sujeto a las leyes del mercado, queda expuesta a las reglas comerciales internacionales y a su devastación por la lógica de maximización de la ganancia de las empresas y consorcios privados, interesados en su control y gestión. El BM y la Organización Mundial del Comercio (OMC) jugaron un rol clave en la campaña global para que el agua fuera tratada como un bien económico(10), lo cual trajo como consecuencia un uso regulado por las normas internacionales y en especial por los tratados de libre comercio.

			Al respecto, Swyngedouw señala que la presencia del Estado es central para establecer y sostener los principios del mercado, ya que privilegia un modelo de gestión privada del agua y excluye otras formas de gestión comunitaria y social(11). En este escenario emergen nuevas instituciones en el campo económico y de regulación ambiental que dan sustento a la estrategia de privatización. Pero más que desregulación en el sector del agua, lo que se observa es que la privatización conduce a una profunda re-regulación del mercado del agua. En este proceso, numerosos actores involucrados en formas diferentes de gestión del agua se ven significativamente afectados y dan lugar a una nueva geometría del poder social.

			La acumulación por desposesión asociada con la privatización del agua brinda más poder económico y autonomía a las empresas (sobre todo transnacionales), en términos de decisiones sobre estrategias e inversiones. Además elimina los controles estatales para ser transferidos al sector privado; cambia los mecanismos en la toma de decisiones y estrategias de desarrollo; y limita el acceso a la información y datos relevantes en materia de agua(12). A esto se le llama desvío de poder del Estado(13): el Estado invisible violenta la legalidad al otorgar facultades importantes a determinados actores para garantizar su beneficio privado, sin importar si se pone en riesgo el bienestar colectivo o afectan los bienes comunes. 

			Porto-Gonçalves plantea que la liberalización y la mercantilización muestran una dinámica de la “conquista del agua”, en la que hay integración de los sectores que luchan por la sobrevivencia y la hegemonía, en el seno del oligopolio mundial(14). Cada uno de estos sectores (agua potable, agua envasada, bebidas gasificadas, tratamiento de aguas servidas) tienen sus protagonistas, sus especialidades, sus mercados y sus conflictos. El poder alcanzado por los actores privados se muestra claramente en el control oligopólico del mercado de abasto de agua por parte de empresas transnacionales como las francesas Suez y Vivendi, que controlan el 70% del mercado global de aguas privatizadas(15). El mercado de agua embotellada es controlado, a nivel global, por otras empresas transnacionales: Coca Cola, Pepsico, Danone y Nestlé(16).

			3. Neoliberalización del agua en Latinoamérica

			De manera concreta en Latinoamérica, la neoliberalización del agua se ha expresado en la fragmentación del territorio al separar la matriz agua-suelo-bosque, que forma parte de la cosmovisión prehispánica tanto mesoamericana (el altépetl) como andina (pachamama), e incluirla en la lógica del mercado como una entidad independiente (mercancía con valor económico y precio), cuestión que en los hechos ha implicado el despojo de los territorios habitados con población indígena(17) y campesina (fenómeno presente desde la Colonia y exacerbado en la actualidad), al convertir la propiedad social y estatal de la tierra en propiedad privada y generar un mercado de derechos, donde el agua y suelo son tranzados en el mercado como cualquier bien económico. La dimensión social y cultural asociada con la noción misma de territorio simplemente se ha hecho a un lado, con el fin de fragmentar sus componentes (en forma de recursos naturales) para su fácil mercantilización.

			Al respecto, las reformas neoliberales realizadas en materia de agua en Chile y México, dieron mayor certeza sobre los derechos individuales y las creación de mercados de agua (Código de Aguas de Chile de 1981 y Ley Nacional de Aguas de 1992). Estas tendencias privatizadoras dificultaron aún más la posibilidad de aplicar políticas de integración y coexistencia de los derechos colectivos del agua en los territorios indígenas, al simplemente no ser reconocidos. Es así como se condujo a procesos de desposesión en materia de derechos de agua: en el caso mexicano, la cuestión indígena simplemente se omitió en la Ley de Aguas Nacionales, por lo que su población fue tratada como usuario al igual que una empresa privada, sin considerar que son reconocidos constitucionalmente como pueblos indígenas con pertenencia a un territorio(18). En el caso chileno, el Código de Aguas de 1981 contribuyó a privatizar los derechos de agua en territorios indígenas, hecho que generó tensiones con el pueblo Mapuche. Para evitar una mayor escalada de los conflictos se hicieron reformas al Código en el año 2005, que incluyeron elementos de equidad social en la asignación de los derechos individuales. Aun así no pudo evitarse el despojo al que fueron sometidos los pueblos indígenas(19).

			Por otra parte, la neoliberalización del agua ha conducido a la restricción en el acceso y control de los bienes comunes (manantiales, ríos, lagos y humedales) por la vía de la privatización de la tierra y el otorgamiento de concesiones privadas y decretos expropiatorios, desde el norte hasta el sur del continente (México, Centroamérica y Sudamérica). Ello ha sido con el fin de promover obras e inversiones económicas que faciliten el aprovechamiento de los recursos naturales y del agua en particular. Su justificación ha sido por causa de interés público al ser proyectos con un supuesto beneficio social y nacional (presas hidroeléctricas, caminos, actividades industriales y agroindustriales, cultivos de exportación, explotación minera y forestal). Sin embargo, en los hechos lo que ha habido es un diseño y aplicación de recursos jurídicos para legalizar el despojo de los bienes comunes y territorios con gran riqueza natural (como los indígenas). Como ejemplos están: la apropiación de manantiales reconocidos como bienes colectivos, pero que fueron en los hechos privatizados (vía concesiones otorgadas y compra de tierra) para el embotellamiento y venta del agua por parte de empresas transnacionales como la compañía Nestlé en el volcán Iztaccíhuatl en México(20); así como el aprovechamiento de agua de alta calidad, por medio del desvío de manantiales y ríos prístinos para la producción agrícola de exportación como la fresa en Michoacán(21) y las flores del estado de México(22).

			En consecuencia, la neoliberalización del agua ha requerido de nuevas instituciones y políticas públicas (no solo nacionales sino también internacionales) para que impulsen regulaciones más flexibles, acuerdos comerciales e inversiones económicas que hagan una realidad su privatización en todo el continente. Los organismos supranacionales como el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo, por la vía del financiamiento de proyectos multiobjetivo, han promovido junto con los Estados latinoamericanos la construcción de grandes presas hidroeléctricas, que benefician sobre todo al capital privado transnacional (desde su etapa de construcción hasta su operación). Muchos de estos proyectos han sido construidos vía endeudamiento público en México, Colombia, Chile y Brasil, principalmente; y se ubican en aquellos espacios definidos como prioritarios por el capital como las regiones de influencia del otrora Plan Puebla Panamá (hoy Proyecto Mesoamericano) en México y Centroamérica y la Iniciativa para la Integración de Infraestructura Regional Suramericana (conocido como IIRSA) en el cono sur del continente(23). 

			La mayor flexibilidad de la legislación (agua, agraria, ambiental) ha brindado certeza al capital para penetrar en regiones (selvas de centro y sur de América, desiertos y montañas en México y Sudamérica) de gran riqueza natural y con disponibilidad de recursos estratégicos (acuíferos, glaciares, petróleo, minerales). Esto se ha hecho sobre la base de la depredación ambiental (es decir, sobrexplotación de acuíferos, contaminación de ríos y cuerpos de agua y desvío de fuentes naturales de agua para actividades mineras, industriales, agrícolas, pecuarias y urbanas) y el despojo de los pueblos sobre sus territorios (grupos indígenas desde México hasta la Patagonia). 

			Tal depredación se manifiesta en la expansión de la agricultura comercial (sobre todo de exportación), que ha presionado los recursos hídricos de la región latinoamericana, al nivel de sobrexplotar los acuíferos y obtener aguas fósiles, que afectan la calidad del agua. La Comarca Lagunera y el Bajío Guanajuatense en México, son casos bien documentados de los impactos de la actividad agrícola comercial en la sobrexplotación de acuíferos y la afectación en la salud de la población por la contaminación del agua (por las elevadas concentraciones de Arsénico y Flúor)(24). Lo mismo puede decirse de Cuatro Ciénegas, ecosistema único en el mundo donde se encuentran micro-organismos de origen prehistórico. Sus lagunas se han secado o han reducido los niveles de profundidad, por la sobrexplotación de acuíferos para el riego de forraje que alimenta al ganado de la industria lechera de México, ubicada en una de las zonas más áridas del país. Sin embargo, el Estado mexicano no ha hecho nada por detener la sobrexplotación de los acuíferos, como consta con los casos presentados en las Audiencias del Tribunal Latinoamericano del Agua (2012) y la Preaudiencia de devastación del sistema hídrico nacional del Tribunal Permanente de los Pueblos (septiembre 2013)(25).

			En Sudamérica, destaca la expansión del monocultivo de soja que ha conllevado a una mayor presión sobre el uso del agua (superficial y subterránea), cambios en el uso del suelo (afectación de ecosistemas) y adopción de un paquete tecnológico (plaguicidas, herbicidas, semillas transgénicas) altamente nocivo al ambiente (contaminación del suelo, agua y aire). Los principales productores a nivel mundial (aceite y harina de soja) son Argentina, Brasil y Estados Unidos de América y sus principales consumidores: Unión Europea, Japón y China(26). Tal mercado es controlado por cuatro empresas transnacionales de origen estadounidense (3) y francés (1). En particular destaca la transferencia de “agua virtual” desde Argentina para la exportación de soja a China, ya que implica el uso de 900 litros de agua para producir 500 gramos de ese cultivo(27). Esto sin duda afecta a regiones como la Pampa Húmeda, las Yungas y el Chaco, al ampliarse la frontera agrícola en zonas con importancia ecológica o en situaciones de estrés hídrico. Sin embargo, a pesar de los impactos socioambientales negativos, la introducción de ese cultivo en 1996 se hizo en ese país sin realizar estudios de impacto ambiental independientes, sin consulta pública ni discusión parlamentaria o legislación que avalara su pertinencia(28). 

			En ese sentido, México, Chile y Colombia tienen ejemplos interesantes del rol limitado de los instrumentos de política ambiental como las manifestaciones de impacto ambiental, al no medir los costos sociales generados y minimizar los costos ambientales. Frente a ello, los megaproyectos hidroeléctricos se han autorizado sin considerar las verdaderas repercusiones socioambientales, sobre todo en territorios indígenas. En la mayoría de los casos, el Estado no ha brindado suficiente información ni consultado a la población afectada: las obras se han impuesto a costa de violar la legalidad e incluso con el uso de la violencia y hostigamiento contra los opositores. Tales son los casos de las presas La Parota, Arcediano y La Yesca en México; con las presas del río Bío Bío (Pangue, Ralco y Angostura) en Chile; y con la presa Hidrosogamoso en Colombia(29). 

			Lo mismo puede decirse en cuanto a la permisividad del Estado para que actores privados contaminen ríos, cuerpos de agua y mares, sin que haya legislaciones ambientales que realmente se apliquen o contribuyan con su reducción. Eso sin duda es un atractivo para la inversión extranjera, ya que pueden contaminar en la región aplicando medidas ambientales mínimas o presionando (incluso extorsionando) a las autoridades en el ramo para que no clausuren sus empresas. En general las normas ambientales son tan laxas que prácticamente todas las empresas pueden sin mucho problema obtener permisos de descarga en los cuerpos de agua, construyendo sistemas de tratamiento muy básicos. 

			En toda la región latinoamericana, los desechos industriales son un problema grave al contaminar el agua superficial y subterránea y afectar a los ecosistemas y a las poblaciones y actividades productivas que se encuentran en las parte bajas de las cuencas o en zonas aledañas. Los casos de contaminación de agua por la industria petrolera y petroquímica en el Golfo de México son realmente graves: han destruido ecosistemas costeros y atentan contra la salud de la población como ocurre, solo por citar a uno, Coatzacoalcos. Hay casos denunciados en tribunales éticos (como el Tribunal Lationoamericano del Agua en su audiencia de 2016) sobre cáncer en la población, por ingerir agua contaminada de los pozos profundos que se encuentran cercanos a los complejos petroleros. Más al sur del continente hay otros casos también denunciados en ese tribunal de contaminación de ríos y lagos por los desechos de la industria celulósica y de papel, cuestión que ha afectado a la biodiversidad (cisnes de cuello negro en Chile). 

			También muy graves son los problemas que ha generado la actividad minera en todo el continente, ya que sus prácticas extractivas son bastante agresivas al ser a cielo abierto (en su mayoría) y utilizan en sus procesos sustancias altamente contaminantes(30). Muchas fuentes de agua subterránea y superficial han sido afectadas a niveles que han devastado ecosistemas e impiden, por sus elevadas concentraciones de contaminantes, el consumo de la población y el desarrollo de otras actividades productivas. Los casos de las mineras como Pascua Lama en Chile, Cajamarca en Perú y Marlin en la zona maya de Guatemala han sido denunciados por la población local al ser afectados sus acuíferos y fuentes de agua(31). En México más de 30% del territorio ha sido concesionado para que empresas (principalmente transnacionales) realicen exploraciones y exploten los recursos del subsuelo(32). Incluso, tienen garantizado el aprovechamiento del agua, a pesar de que constitucionalmente es prioritario el consumo humano. Centroamérica es también otro ejemplo claro de la avanzada de las empresas mineras con capital transnacional en sus territorios, con efectos dramáticos en el entorno natural y en particular en los recursos hídricos. 

			El reconocimiento geopolítico del agua como un recurso estratégico ha fortalecido la tendencia a su concentración en unas cuantas manos, ya que es una fuente de poder y control sobre poblaciones e incluso naciones (Giarracca y Teubal 2011). En particular destaca el caso del acuífero Guaraní, que es el gran reservorio de agua en el mundo. Se ubica en América del Sur en una región donde confluyen cuatro países: Brasil, Argentina, Paraguay y Uruguay. Varios magnates extranjeros han adquirido propiedades en ese territorio, altamente codiciado, y la potencia extranjera más imperialista del mundo (Estados Unidos de América) tiene bases militares del lado Paraguayo, con el argumento de que hay problemas de terrorismo e inseguridad en la región. En respuesta a estas intenciones, los cuatro países han comenzado a poner restricciones en cuanto a la adquisición de tierras y derechos de agua; y han impulsado instrumentos de política de ordenamiento territorial, reconociendo su importancia geopolítica(33).

			Por otra parte, la neoliberalización del agua ha implicado la transferencia de formas de gestión pública y social (abasto de agua, riego agrícola, generación de energía hidroeléctrica, principalmente) en formas privadas que resultaron atractivas al capital (sobre todo transnacional) por las ganancias asociadas. El argumento de los organismos supranacionales ha sido la incapacidad del Estado para brindar un servicio público de calidad y con criterios de eficiencia económica y saneamiento financiero. Además han propuesto eliminar todo tipo de subsidios e irracionalidades en el aprovechamiento del agua, así como introducir una valoración económica que haga de la prestación del servicio, un campo atractivo para el sector privado. Esto significa en los hechos cambiar los marcos legales e institucionales para posibilitar el ascenso de actores no estatales, que se consideran modernos y que funcionan bajo una lógica empresarial(34).

			Las experiencias en este sentido han sido relevantes en Latinoamérica, ya que hubo desde 1990 una expansión de las empresas privadas en la gestión del agua potable y saneamiento. Esto no solo significó una expansión inducida por el Banco Mundial al condicionar sus apoyos financieros (vía endeudamiento público) a la privatización del sector, sino que hubo presión a los Estados para que realizaran los cambios jurídicos necesarios y firmaran los acuerdos comerciales que dieran certeza al capital para invertir o participar en la región(35).

			Al respecto Porto-Gonçalves señala que el discurso de la calidad es uno de los principales argumentos invocados por la política de liberalización y privatización de los servicios de abastecimiento y saneamiento del agua(36). El Estado es visto como insolvente para realizar inversiones, por falta de recursos financieros. Pero este argumento, en los hechos, ha sido derrumbado por varios países latinoamericanos que comenzaron a privatizar sus servicios urbanos en etapas tempranas. Lejos de la citada superioridad de la gestión privada del agua, empresas transnacionales como Suez, Vivendi, Thames Water (RWE) y Wessex Water (Enrom) fueron clasificadas, por la Agencia de Protección Ambiental del Reino Unido, como las cinco mayores contaminadoras en tres años consecutivos (1999, 2000 y 2001). Además los conflictos asociados con su inadecuada gestión (mala calidad y tarifas elevadas a los usuarios) hicieron evidente tal contradicción en ciudades como Tucuman (Argentina), donde la población inició en 1997 un movimiento de “desobediencia civil” contra una filial de Vivendi, rehusando pagar el recibo de agua debido al deterioro de la calidad y al aumento en más de 100% en las tarifas. 

			La lógica económica dominante (ganancia) de las empresas privadas ha generado tensiones entre la población, ya que al pretender cobrar el agua a su precio real, excluye a los más pobres. Frente a ello, organizaciones ciudadanas de origen nacional (por ejemplo, COMDA en México) e internacional (WASH) han cuestionado el papel del Estado como garante de los derechos humanos, ya que la mayoría de los países de la región han firmado acuerdos internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1976) y han reconocido el acceso al agua y al saneamiento como derechos humanos fundamentales (2010), frente a la Organización de las Naciones Unidas. Es decir, con la privatización del servicio de agua, las empresas transnacionales han resultado beneficiadas al buscar maximizar sus ganancias, sin embargo, la población ha visto restringido su acceso por razones económicas y por ende violentado su derecho humano al agua. Incluso el poder de las transnacionales ha tendido a ser superior al de los Estados: con la firma de tratados internacionales y comerciales y contratos leoninos, han sido expuestos a situaciones jurídicas delicadas, por no cumplir con sus expectativas de utilidad o ganancia o por cancelar el contrato por presión de los movimientos y luchas sociales.

			Uno de los casos más conocidos es el de Bolivia que enfrentó en 2002 una demanda, ante instancias internacionales, de la corporación estadounidense Bechtel (accionista de Aguas de Tunari) por rescindir el contrato de prestación del servicio de agua a la ciudad de Cochabamba. Esto fue debido a las tensiones sociales generadas por el aumento de las tarifas y la falta de provisión del servicio en las zonas más pobres(37). La demanda fue presentada ante el CIADI, Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones, que es una instancia promovida por el Banco Mundial. El monto solicitado por la corporación fue de 25 millones de dólares, ya que estimaba tanto las pérdidas presentes como futuras por la rescisión del contrato. Después de 4 años de litigio, con negociaciones secretas y con una importante presión internacional (movimientos anti-globalización), la demanda fue retirada y no se aplicó pago alguno(38). 

			Otro caso problemático para ese mismo país fue en 2007, cuando el gobierno de Evo Morales tuvo que pagar (5.5 millones de dólares) para evitar otra demanda, esta vez de la francesa Suez (accionista mayoritaria del consorcio Aguas de Illimani) por cancelar el contrato de prestación del servicio en Los Altos-La Paz y compensar las pérdidas generadas. La razón fue la misma: las acciones colectivas como protestas de la población por la voracidad de la transnacional e ineficiencia en la prestación del servicio y elevadas tarifas.

			De acuerdo con Porto-Gonçalves, las grandes corporaciones del agua, no son muchas pero sí muy poderosas(39) como las francesas Veolia Environment, antes Vivendi y Suez-Lyonnaise des Eaux (Ondeo); la alemana RWE que compró a la británica Thames Water; y la estadounidense American Water Works Co, que adquirió Azurix. Estas corporaciones difícilmente pueden ser sancionadas por los Estados nacionales, ya que los plazos de las concesiones otorgadas suelen ser muy largos y los contratos de difícil rescisión, aun con incumplimiento de lo pactado (como brindar un deficiente servicio o incrementar las tarifas de forma excesiva o recurrente). En este sentido, Nieves afirma que “cuando los gobiernos, presionados por una ciudadanía insatisfecha, han pretendido exigir las obligaciones contractuales —sobre todo las de ampliar las redes hacia los sectores más desfavorecidos— en muchos casos estas empresas han abandonado la prestación del servicio para presentar más tarde abultadas demandas de indemnización ante la instancia que “arbitra” las diferencias entre las sociedades transnacionales y los Estados: el Centro Internacional para el Arreglo de Diferencias relativas a las Inversiones (CIADI o ICTSD, por sus siglas en inglés), una poderosa estructura en el seno del Banco Mundial que fue instituida en 1965 en Washington por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados”(40).

			Por lo anterior es claro que la neoliberalización del agua en Latinoamérica ha estado asociada con la avanzada del sector privado en campos otrora gestionados por el Estado (prestación de servicio de agua, distritos de riego) y en actividades económicas lucrativas (agricultura comercial, industria petrolera y papelera, minería) dirigidas al mercado internacional; y que gracias a las desregulaciones en términos de propiedad de la tierra y derechos de agua ha facilitado el despojo y devastación de los bienes comunes (glaciares, acuíferos, manantiales, humedales), que se concentran en territorios indígenas y campesinos.

			4. Conclusiones

			Desde hace tres décadas los países latinoamericanos han experimentado transformaciones importantes en su modelo económico. Ellas han reforzado las condiciones de dependencia y pérdida de la soberanía nacional al insertarse en la mundialización capitalista. Si bien han cambiado los proyectos políticos, sobre todo en América del Sur, en esencia el modelo económico se ha mantenido invariable. La expresión más clara es el establecimiento de nuevas formas de colonización del territorio (integración por bloques económicos y proyectos regionales) para posibilitar la extracción de recursos naturales estratégicos y consolidar megaproyectos de infraestructura para atraer la inversión privada (sobre todo transnacional) hacia regiones otrora inaccesibles (selvas, cordilleras, desiertos, humedales).

			Para posibilitar la avanzada neoliberal, el papel del Estado ha sido determinante: desde impulsar las reformas económicas y la firma de acuerdos comerciales internacionales hasta promover cambios legales e institucionales que abran el paso al libre comercio y al ascenso de actores transnacionales. La privatización ha sido una de las estrategias principales para dar certeza al capital en materia de propiedad de la tierra y el control de recursos estratégicos. Ha emergido una nueva forma de despojo conocida como acumulación por desposesión que consiste en la acumulación originaria del capital y la apropiación de los bienes comunes con su consecuente devastación ambiental.

			Una de las implicaciones más importantes de la privatización ha sido la fragmentación del territorio y en particular de las zonas indígenas y campesinas, que se caracterizan por la riqueza natural y el manejo integrado de sus recursos (agua, suelo, bosques). Esos territorios han sido afectados por intereses económicos de actores privados que se han apropiado de los mismos para maximizar sus ganancias por vías diversas a corto plazo, sin considerar los costos sociales y ambientales generados.

			El proceso de neoliberalización de la naturaleza se relaciona con la separación de la matriz original que integra el territorio: el suelo se separa del agua y esta a su vez de los bosques, el sustrato del subsuelo también es sacado de las entrañas de la Tierra. Como resultado de la cosificación de la naturaleza, se tienen bienes económicos llamados recursos naturales (agua, suelo, bosques, minerales) que pueden ofertarse en el mercado, previamente des-regulado o re-regulado (según el caso) para garantizar su apropiación y usufructo privado. Bajo esas nuevas reglas también pueden considerarse las externalidades como costos ambientales del modelo económico (desde la economía ambiental), así como los “servicios” que la naturaleza cosificada presta a la sociedad: provisión de agua, captura de carbono, control de inundaciones, etcétera. En suma, el capital natural.

			En ese contexto, la neoliberalización del agua es resultado de una estrategia que impulsa su privatización y conversión en mercancía, al considerarse como un bien económico que puede tranzarse en el mercado de derechos. Esta modalidad puede llevar a su acaparamiento y por ende a la exclusión de aquellos actores que no cuenten con el capital suficiente para adquirirlos. Tal situación ha ocurrido en Chile, donde los indígenas prácticamente han sido despojados de sus aguas y tierras por empresas transnacionales. Por otra parte, los “servicios” que el agua provee a la sociedad son compensados monetariamente como pago de servicios ambientales o como pago de derechos de descarga en ríos y cuerpos de agua (con el lema “el que contamina paga”). 

			Estos nuevos espacios de apropiación privada del recurso y gestión del servicio de agua son apetecidos por los actores transnacionales, bajo una lógica empresarial (e incluso monopólica) que busca maximizar sus utilidades a corto plazo. Los criterios sociales y ambientales simplemente son omitidos o subvaluados para evitar reducir su margen de utilidad o poner en riesgo la concreción de su proyecto económico. Tal lógica genera tensiones sociales, que según la coyuntura, pueden convertirse en luchas y movimientos sociales que cambien la modalidad de privatización o reduzcan la voracidad del capital en su lógica de la máxima ganancia. Los ejemplos de oposición social a la privatización del agua abundan en la región, así como las ineficiencias del sector privado en la gestión del servicio.

			La apropiación de los bienes comunes se expresa en las restricciones a su acceso y usufructo, como ocurre con algunos ríos, manantiales, lagos e incluso playas, donde el capital ha despojado a los actores sociales que históricamente habían dependido de ellos (generalmente comunidades indígenas y campesinas, cooperativas de pescadores, etcétera). Las opciones de despojo son: la obtención de concesiones, inclusión de mecanismos irregulares que formalizan su privatización (escrituras de propiedad en zonas de litigio) y la declaración de actos de expropiación por causa de utilidad pública (construcción de presas, caminos, obras de trasvase de agua). Un caso dramático son las concesiones del subsuelo para la exploración y explotación minera, que acaban con todo el sustrato natural (incluida el agua) e incluso atentan contra la seguridad de los asentamientos humanos y sus formas de reproducción social.

			El dominio de una lógica capitalista en los procesos productivos (agricultura comercial de exportación, agroindustrias, industria de transformación, extracción minera, entre otros) tiene impactos ambientales negativos sobre la calidad y la cantidad del agua subterránea y superficial disponible. Muchos territorios indígenas y campesinos tienen sus ecosistemas devastados: los acuíferos sobreexplotados, los ríos, lagos y mares contaminados, los manantiales y lagos en proceso de desaparición por deforestación y azolve, etcétera. Tales costos ambientales pretenden ser incorporados bajo una lógica neoliberal, como externalidades del proceso productivo y de consumo, sin cambiar en esencia la racionalidad económica dominante. 

			Además, se busca que se controlen los procesos de deterioro ambiental por medio de la respectiva legislación y sus instrumentos de política, como las normas de agua para el control de la contaminación, las evaluaciones de impacto ambiental, los ordenamientos ecológicos y los decretos de protección (áreas naturales protegidas). Sin embargo, la aplicación de la normatividad ha sido discrecional para no afectar el funcionamiento y desarrollo de las actividades económicas. Con ello lo que se busca es legitimar la devastación ambiental. Los ejemplos de aprobación de proyectos mineros, hidroeléctricos y carreteros en zonas de alta biodiversidad o con decretos de protección ecológica son una constante en la región: sus impactos ambientales se minimizan y sus impactos sociales se omiten.

			En el proceso de neoliberalización de la naturaleza (y del agua en particular), el Estado juega un papel central en la desregulación y flexibilización de los instrumentos legales (agrarios, ambientales) que protegen la propiedad y el aprovechamiento de los recursos naturales estratégicos (suelo y subsuelo) y los bienes de la nación (agua, energía, minerales). En su cara no visible, el Estado actúa con mecanismos no formales (y por tanto ilegales) para asegurar el desvío de poder (en términos jurídicos) y favorecer los intereses de los grupos dominantes. Esto puede conducir a la violación de los derechos fundamentales de la población local para abrir camino a la privatización, por la vía del despojo o imposición de megaproyectos en territorios indígenas y campesinos; incluso puede venir acompañado del uso de la violencia y la coerción para avanzar en tales objetivos.

			Casos como estos abundan en la región. En ella las luchas sociales que se oponen a la actividad minera y a la construcción de presas hidroeléctricas y carreteras han pretendido ser abatidas por medio de cooptación, coerción y violencia extrema (desaparición y asesinato de líderes y la represión de los movimientos sociales). Detrás de esas acciones están los actores privados y estatales, en total alianza, para afianzar sus proyectos e intereses económicos en los territorios considerados estratégicos para el capital.

			Es claro que los impactos sociales y ambientales de la neoliberalización de la naturaleza y el agua en Latinoamérica han sido devastadores en los territorios donde habitan los pueblos indígenas y campesinos. El camino para revertir esta tendencia está en proceso de construcción: hoy existe una diversidad de luchas sociales que defienden su derecho al control del territorio y exploran formas novedosas de autonomía y aplicación de la justicia ambiental, ante la voracidad del capital y el autoritarismo del Estado. 
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